
 

INFORME SECRETARIAL: Bogotá, D.C., 16 de julio de 2021. El Auto de Sustanciación fue notificado Estado 
del 21/06/2021. Se corrió el término de  10 días de traslado del art. 247 numeral 5 del CPACA, inició el  
22/06/2021 y terminó el 06/07/2021. Dentro de dicho termino, la parte demandada presentaron alegatos. 
Provea. 
 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO DIECISIETE  ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ D.C. 
SECCIÓN SEGUNDA 
 
 
Bogotá D.C., 30 de septiembre de 2021 
 
Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Radicado: 110013335-017-2018-339-00 
Demandante: LUIS GILBERTO MANRIQUE ESTUPIÑAN   
Demandado: COLPENSIONES 
Tema: Reliquidación – Régimen transición ley 100 de 1993- Decreto Ley 546 de 1971 

sentencia No.66 
 
 

Agotadas las etapas previstas dentro de la presente actuación procede el despacho a dictar sentencia de 
primera instancia dentro del medio de control de la referencia, teniendo en cuenta las siguientes:  
 
Consideraciones 
 Pretensiones 
 
1. Se declare la nulidad parcial de las Resoluciones: GNR 52668 del 16 de febrero de 2017, SUB 19758 del 

23 de enero de 2018, DIR 41148 del 15 de febrero de 2018 y la nulidad de la Resolución No.DIR 7549 
del 19 de abril de 2018. 

2. Como consecuencia de lo anterior a título de restablecimiento del derecho, se ordene reliquidar la pensión 
de jubilación reconocida al actor, teniendo en cuenta la asignación más elevada en el último año de 
servicios conforme con el decreto 546 de 1971, en forma subsidiaria la reliquidación pensional conforme 
con el 75% con base en todos los factores devengados en el último año de servicio según la ley 33 de 
1985 por ser beneficiario del régimen de transición de la ley 100 de 1993   

3. La indexación de la primera mesada pensional, el pago de las diferencias pensionales y de los intereses 
en términos del artículo 141 de la ley 100 de 1993 

4. El cumplimiento a la sentencia en términos del artículo 192 del C.P.A.C.A. y el pago de costas a cargo de 
la demandada de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 188 del C.P A.C.A. 
 

Tesis del demandante: El demandante sostiene que en virtud de los principios de favorabilidad e 
inescindibilidad de las normas se debe aplicar el Decreto Ley 546 de 1971 o la ley 33 de 1985 por ser 
beneficiario del régimen de transición de la ley 100 de 1993 y no como lo hace la entidad demandada de 
manera parcial en cuanto la edad, tiempo de servicio y porcentaje, mas no en cuanto al monto que se debe 
tener en cuenta para el cálculo de la pensión.  
 
Al no liquidarle la pensión con el 75% de la asignación mensual más elevada que hubiere devengado en el 
último año de servicio, los actos acusados son violatorios de los preceptos Constitucionales anotados, y de 
normas vigentes, que consagran los derechos adquiridos, estos son "los nacidos como consecuencia 
jurídica, en virtud de una ley, al cumplimiento del hecho previsto en la misma ley. 
  
Tesis de la demandada: La entidad demandada se opone a que prosperen todas y cada una de las 
pretensiones incoadas en la demanda, en vista que no están llamadas a prosperar por carecer de sustento 
fáctico y legal en razón que los actos administrativos se expidieron conforme a derecho los requisitos esta. 
Arguye que el demandante no acreditó los requisitos establecidos en el artículo 36 de la ley 100 de 1993, 
toda vez que para el 1 de abril de 1994 contaba con 39 años de edad y 669 semanas cotizadas no siendo 
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beneficiario del régimen de transición motivo por el cual no es procedente el estudio de la prestación 
conforme con la ley 33 de 1985 o del decreto 546 de 1971  
 
Vencido el término concedido la parte demandante y el  Ministerio Público, guardaron  silencio. 
 
Identificación de los actos demandados: GNR 52668 del 16 de febrero de 2017, SUB 19758 del 23 de 
enero de 2018, DIR 41148 del 15 de febrero de 2018 y la nulidad de la Resolución No.DIR 7549 del 19 de 
abril de 2018., mediante las cuales se le negó la reliquidación de la pensión de jubilación al señor Luis 
Gilberto Manrique, en los términos del Decreto Ley 546 de 1971 o de la ley 33 de 1985 por ser beneficiario del 
régimen de transición de la ley 100 de 1993. 
 
Problema jurídico: El problema jurídico consiste en establecer si es procedente la nulidad de los actos 
administrativos demandados dado que el demandante tiene derecho a que la pensión de jubilación sea liquidada 
conforme con el Decreto Ley 546 de 1971 o por la ley 33 de 1985 al ser beneficiado del régimen de transición 
de la ley 100 de 1993 o si conforme con lo argumentado por la entidad demandada, la pensión del demandante 
debe ser liquidada de conformidad con el promedio de lo devengado durante los últimos 10 años de servicio 
aplicando una tasa de remplazo del 74.70% y los factores que hayan servido de base para calcular los 
aportes en los términos del decreto 1158 de 1994.  
 
Hechos probados: En el expediente se encuentran demostrados los siguientes hechos: 
 
1. El demandante nació el 16 de enero de 1955, de acuerdo a la cédula de ciudadanía (fl.19) 
 
2. Según el certificado expedido por la Tesorería de la Fiscalía General de la Nación respecto al periodo 

laborado entre los años 2001 y 2018, los factores salariales y prestacionales devengados en el último año 
de servicios fueron: sueldo mensual, gatos de representación, bonificación judicial, sueldo vacaciones, 
prima vacaciones, prima de navidad, prima de productividad, bonificación por servicios y prima de 
servicios (fls.80-103) 

 
3. Mediante Resolución No.GNR 52668 de 16 de febrero de 2017 se le reconoció la pensión de vejez a favor 

del demandante de conformidad con lo establecido en la Ley 797 de 2003, con base en 1812 semanas 
cotizadas y un IBL de $8.217.157 al cual se le aplicó una tasa se reemplazó del 74.93% generando una 
mesada de $ 6.157.116 para el año 2017 (fls. 36-42) 

 
4. Por Resolución No, SUB 19758 de 23 de enero de 2018, se modificó la resolución No. 52668 del 16 de 

febrero de 2017, que reconoció la pensión de vejez al señor Luis Gilberto Manrique (fls. 52-57) 
 

5. Mediante Resolución No. DIR 41148 de 15 de febrero de 2018, modifico la Resolución No. 52668 de 16 
de febrero de 2017, que reconoció la pensión de vejez, en el sentido de ordenar el ingreso a nómina la 
pensión de vejez a favor del señor Luis Gilberto Manrique, con un ingreso base de liquidación por el valor 
de $ 9.062.116 al cual se le aplico la tasa de reemplazo del 74.70% efectiva a partir del 05 de febrero de 
2018 por un valor de $ 6.769.401 pesos (fls. 59-65). 

 
6. Por Resolución No. DIR 7549 de 19 de abril de 2018, declara improcedente el recurso de queja 

interpuesto por el señor Luis Gilberto Manrique, en contra de la resolución No. DIR 41148 de 15 de febrero 
de 2018 y niega la reliquidación de la pensión de vejez (fls. 73-79) 

 
Solución al problema jurídico: 
 
El despacho acogiendo la jurisprudencia del Consejo de Estado y de la Corte Constitucional respecto a la 
contabilización de los tiempos de permanencia en las Escuelas de Formación de la Fuerza Pública para 
efectos pensionales en el régimen general encuentra que con el tiempo de servicio prestado por el 
demandante como cadete de la Armada nacional en el periodo 7 de julio de 1974 y 31 de mayo de 1977 se 
acredita más de 15 años de servicio al 1 de abril de 1994, razón por la cual el señor Manrique es beneficiario 
del régimen de transición de ley 100 de 1993, en consecuencia se debe acceder a las pretensiones de la 
demanda y tener en cuenta, la edad, el tiempo de servicio, y el monto del Decreto Ley 546 de 1971 y el 
ingreso base de liquidación del artículo 36 de la ley 100 de 1993, esto es el conformado por asignación 
básica, prima especial por servicios, bonificación por servicios prestados contemplados en el Decreto 
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1158 de 1994; prima especial de servicio consagrada por la Ley 332 de 1996; bonificación por actividad 
judicial creada por el Decreto 610 de 1998, sin incluir prima de vacaciones, prima de servicios, prima de 
navidad. 
 
Lo anterior con base en Sentencia  de Unificación 143 del 28 de agosto de 20181 de la Sala Plena del Consejo 
de Estado, en virtud de los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad en materia de seguridad social, 
considerando que la interpretación de la norma que más se ajusta al artículo 1º y 48 constitucional modificado 
por el Acto Legislativo 01 de 2005  del régimen de transición de la ley 100 de 1993 permite que la edad para 
consolidar el derecho a la pensión de vejez, el tiempo de servicio o el número de semanas cotizadas para el 
efecto y el monto de la misma, sean las establecidas en el régimen anterior al cual se encontraban afiliadas 
las personas que al momento de entrada en vigencia del Sistema General de Pensiones (1° de abril de 
1994), tuvieran la edad de treinta y cinco (35) años en el caso de las mujeres; o cuarenta años (40) o más 
en el caso de los hombres; o que, indistintamente, tuvieren quince (15) o más años de servicios y,  las demás 
condiciones y requisitos aplicables para obtener tal derecho son los contenidos con las disposiciones de la 
ley 100 de 1993 y sus decretos reglamentarios. 
 
Sala Plena Consejo de Estado con ponencia del doctor Cesar Palomino Cortés2, aclara que el Ingreso Base 
de Liquidación del inciso tercero del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 hace parte del régimen de transición 
para aquellas personas beneficiarias del mismo que se pensionen con los requisitos de edad, tiempo y tasa 
de reemplazo del régimen general de pensiones previsto en la Ley 33 de 1985. 
 
Y para ellos, señala como primera subregla que los servidores públicos que se pensionen conforme a las 
condiciones de la Ley 33 de 1985, el periodo para liquidar la pensión es así: 
 
-. Si faltare menos de diez (10) años para adquirir el derecho a la pensión, el ingreso base de liquidación 
será (i) el promedio de lo devengado en el tiempo que les hiciere falta para ello, o (ii) el cotizado durante todo 
el tiempo, el que fuere superior, actualizado anualmente con base en la variación del Índice de Precios al 
consumidor, según certificación que expida el DANE. 
 
-.Si faltare más de diez (10) años, el ingreso base de liquidación será el promedio de los salarios o rentas 
sobre los cuales ha cotizado el afiliado durante los diez (10) años anteriores al reconocimiento de la pensión, 
actualizados anualmente con base en la variación del índice de precios al consumidor, según certificación 
que expida el DANE. 
 
Y como segunda subregla que los factores salariales que se deben incluir en el IBL para la pensión de 
vejez de los servidores públicos beneficiarios de la transición son únicamente aquellos sobre los que se 
hayan efectuado los aportes o cotizaciones al Sistema de Pensiones. 34 
 
A juicio de la Sala Plena, la tesis que adoptó la Sección Segunda de la Corporación, en la sentencia de 
unificación del 4 de agosto de 2010, según la cual el artículo 3 de la Ley 33 de 1985 no señalaba en forma 
taxativa los factores salariales que conforman la base de liquidación pensional, sino que los mismos estaban 
simplemente enunciados y no impedían la inclusión de otros conceptos devengados por el trabajador durante 
el último año de prestación de servicio, va en contravía del principio de solidaridad en materia de seguridad 
social. La inclusión de todos los factores devengados por el servidor durante el último año de servicios fue 
una tesis que adoptó la Sección Segunda a partir del sentido y alcance de las expresiones “salario” y “factor 
salarial”, bajo el entendido que “constituyen salario todas las sumas que habitual y periódicamente recibe el 

                                                 
1 Expediente 52001233300020120014301 Ponencia Dr. CESAR PALOMINO CORTES. 
2 Sentencia del 28 de agosto de 2018 de la Sala de los Contencioso Administrativo Consejo de Estado, Expediente: 52001-23-33-000-2012-
00143-01, Demandante: Gladis del Carmen Guerrero de Montenegro, Demandado: Caja Nacional de Previsión Social E.I.C.E. en liquidación 
3 Esta subregla se sustenta en el artículo 1° de la Constitución Política que consagra el principio de solidaridad como uno de los principios 
fundamentales del Estado Social de Derecho; en el artículo 48 constitucional define la Seguridad Social como “un servicio público de carácter 
obligatorio que se prestará bajo la dirección, coordinación y control del Estado, con sujeción a los principios de eficiencia, universalidad 
y solidaridad, en los términos que establezca la Ley”. El legislador (artículo 2 de la Ley 100 de 1993) explica este principio como “[…] la práctica 
de la mutua ayuda entre las personas, las generaciones, los sectores económicos, las regiones y las comunidades bajo el principio del más 
fuerte hacia el más débil”.  
4 La interpretación de la norma que más se ajusta al artículo 48 constitucional es aquella según la cual en el régimen general de pensiones, 
previsto en la Ley 33 de 1985, solo los factores sobre los que se haya realizado el aporte o cotización pueden incluirse como elemento 
salarial en la liquidación de la mesada pensional y, de conformidad con el Acto Legislativo 01 de 2005 por el cual se adiciona el artículo 48, 
para la liquidación de las pensiones sólo se tendrán en cuenta los factores sobre los cuales cada persona hubiere efectuado las cotizaciones.  
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empleado como retribución por sus servicios” con fundamento, además, en los principios de favorabilidad en 
materia laboral y progresividad; sin embargo, dicho criterio interpretativo traspasa la voluntad del legislador, 
el que, por virtud de su libertad de configuración enlistó los factores que conforman la base de liquidación 
pensional y a ellos es que se debe limitar dicha base. 
 
Tomando en cuenta solo los factores sobre los que se han efectuado los aportes, no se afecta las finanzas 
del sistema ni pone en riesgo la garantía del derecho fundamental a la pensión de los habitantes del territorio 
colombiano, cuya asegurabilidad debe el Estado asumir en acatamiento de los principios constitucionales de 
universalidad y eficiencia. De esta forma, con esta interpretación (i) se garantiza que la pensión de los 
beneficiarios de la transición se liquide conforme a los factores sobre los cuales se ha cotizado; (ii) se respeta 
la debida correspondencia que en un sistema de contribución bipartita debe existir entre lo aportado y lo que 
el sistema retorna al afiliado y (iii) se asegura la viabilidad financiera del sistema.5 
 
Reglas de unificación sobre el ingreso base de liquidación que corresponde a los funcionarios y 
empleados de la Rama Judicial y del Ministerio Publico Sentencia de Unificación CE-SUJ-S2-021-20 
del 11 de junio de 2020  
 
El funcionario o empleado de la Rama Jurisdiccional o del Ministerio Público beneficiario del régimen de 
transición establecido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 adquiere el derecho a la pensión de jubilación, 
siempre que se acrediten los siguientes presupuestos:  
 
i) Para el 1.º de abril de 1994, cuando cobró vigencia la Ley 100 de 1993 en el ámbito nacional o para el 30 
de junio de 1995 cuando empezó a regir en el ámbito territorial, tenga: a) 40 años de edad si es hombre, 35 
años de edad si es mujer o,  
 
a) 15 años o más de servicios efectivamente cotizados.  
 
ii) Reúna además los requerimientos propios del régimen de la Rama Judicial y del Ministerio Público 
estipulados en el artículo 6.º del Decreto 546 de 1971 para consolidar el estatus pensional que son: a) el 
cumplimiento de la edad de 50 años si es mujer, o de 55 años si es hombre; b) el tiempo de 20 años de 
servicios, continuos o discontinuos anteriores o posteriores a la vigencia de dicho decreto, que tuvo lugar el 
16 de julio de 1971;283 c) de esos 20 años de servicio, por lo menos 10 años lo debieron ser exclusivamente 
a la Rama Jurisdiccional o al Ministerio Público, o a ambas actividades.  
 
iii) Por tanto, esa pensión se le debe reconocer con los elementos del régimen anterior consagrados en el 
artículo 6.º del Decreto 546 de 1971 que son: a) la edad de 50 años si es mujer, de 55 años si es hombre; 
b) el tiempo de servicios de 20 años, continuos o discontinuos anteriores o posteriores a la vigencia de 
dicho decreto; c) de esos 20 años de servicio, por lo menos 10 años lo debieron ser exclusivamente a la 
Rama Jurisdiccional o al Ministerio Público, o a ambas actividades; d) la tasa de reemplazo del 75%, e) el 
ingreso base de liquidación de que tratan los artículos 21 y 36, inciso 3.°, de la Ley 100 de 1993, según el 
caso,es decir, si le faltare más de 10 años, será el promedio de los salarios o rentas sobre los cuales ha 
cotizado el afiliado durante los 10 años anteriores al reconocimiento de la pensión actualizados anualmente 
con base en la IPC certificado por el DANE, si faltare menos de 10 años para adquirir el derecho a la pensión, 
el ingreso base de liquidación será: (i) El promedio de lo devengado en el tiempo que les hiciere falta para 
ello, o (ii) El cotizado durante todo el tiempo, el que fuere superior actualizado anualmente con base en IPC 
certificado por el DANE; y con los factores de liquidación contemplados por el artículo 1.° del Decreto 
1158 de 1994 al igual que por los artículos 14 de la Ley 4ª. de 1992 con la modificación de la Ley 332 de 
1996; 1.° del Decreto 610 de 1998; 1.° del Decreto 1102 de 2012; 1.° del Decreto 2460 de 2006; 1.° del 
Decreto 3900 de 2008; y 1.° del Decreto 383 de 2013, según se trate de magistrados o empleados de la 
Rama Judicial o del Ministerio Público, siempre que respecto de ellos se hubieren realizado las cotizaciones 
respectivas.  
 
Efectos de la sentencia unificada CE-SUJ-S2-021-20 del 11 de junio de 2020  

                                                 
5 En este caso no razones jurídicas o fácticas que nos obliguen a apartarnos del precedente vertical porque, por ejemplo, (i) concurren hechos o 
elementos normativos o doctrinarios relevantes, no valorados por el juez superior en su momento, que alteran la admisibilidad del precedente 
para el nuevo caso; (ii) la Corte Constitucional o la Corte Interamericana de Derechos Humanos se pronunciaron de manera contraria a la 
interpretación del superior jerárquico; u (iii) ocurrieron cambios normativos que hicieron incompatible el precedente con el nuevo ordenamiento 
jurídico. 
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El artículo 237, ordinal 1.°, de la Constitución Política consagra como una de las atribuciones del Consejo de 
Estado el desempeñar las funciones de tribunal supremo de lo contencioso administrativo. En este sentido, 
la jurisprudencia que profiere este órgano de cierre es vinculante para resolver los conflictos cuya 
competencia está atribuida a esta jurisdicción, por la Constitución y la Ley.  
La Corte Constitucional, en sentencia C-816 de 2011, estableció que las decisiones de las altas cortes -
autoridades de cierre de las correspondientes jurisdicciones-, tienen valor vinculante por emanar de 
órganos diseñados para la unificación de la jurisprudencia, y en virtud de los principios de igualdad, buena 
fe y seguridad jurídica previstos en los artículos 13 y 83 de la Constitución Política. Por lo tanto, su contenido 
y la regla o norma jurídica que exponen, tienen características de permanencia, identidad y carácter 
vinculante y obligatorio.  
 
La Sección Segunda, por regla general, ha dado aplicación al precedente en forma retrospectiva, efecto que 
se le dará a esta sentencia, disponiendo que la regla jurisprudencial fijada es vinculante en los siguientes 
casos: (i) respecto de los asuntos similares que actualmente se están tramitando en el seno de la 
administración; (ii) respecto de los procesos similares que se están adelantando en juzgados, tribunales 
administrativos y Consejo de Estado. En consecuencia, no tiene efectos respecto de aquellos asuntos en 
los que ya existe sentencia ejecutoriada. En tal virtud, los conflictos judiciales ya resueltos están 
amparados por la cosa juzgada y en consecuencia resultan inmodificables.  
 
Para la Sala, los efectos que se dan a esta decisión garantizan la seguridad jurídica y dan prevalencia a los 
principios fundamentales de la Seguridad Social, por ello no puede invocarse el principio de igualdad, so 
pretexto de solicitar la inaplicación de esta sentencia.  
 
No puede entenderse, en principio, que por virtud de esta sentencia de unificación las pensiones que han 
sido reconocidas o reliquidadas en el régimen de transición, con fundamento en tesis anteriores que sostuvo 
la Sección Segunda del Consejo de Estado, la cuales replanteó la Sala Plena, lo fueron con abuso del 
derecho o fraude a la ley; de manera que si se llegare a interponer recurso extraordinario de revisión contra 
sentencia ejecutoriada que haya reconocido la pensión con fundamento en jurisprudencia diferente a la ratio 
decidenci aquí expuesta, prevalecerá el carácter de cosa juzgada, sin perjuicio de lo previsto en las causales 
de revisión reguladas en el artículo 250 del CPACA. 
 
Caso concreto 
 
Las sentencias de unificación concluyen que de acuerdo con lo expresamente establecido por el legislador 
en el artículo 36 de la ley 100 de 1993, por el constituyente en el acto legislativo 01 de 2005, así como con 
los principios de eficiencia del sistema de seguridad social, correspondencia entre lo cotizado y  lo liquidado, 
y el alcance y significado del régimen de transición, la interpretación constitucionalmente admisible es aquella 
según la cual el monto de la pensión se refiere al porcentaje aplicable al IBL, y, por lo tanto, el régimen de 
transición no reconoce que continúan siendo aplicables ni el IBL ni los factores salariales previstos con 
anterioridad a la ley 100 de 1993.  
 
Por consiguiente, para los referidos efectos resulta indispensable remitirse a lo que dispone el artículo 18 de 
la Ley de Seguridad Social en cuanto define que el salario mensual base de cotización para los servidores 
del sector público será el que se señale la Ley 4ª de 1992 y el Decreto reglamentario 1158 de 1994 al igual 
que por los artículos 14 de la Ley 4ª. de 1992 con la modificación de la Ley 332 de 1996;284 1.° del Decreto 
610 de 1998; 1.° del Decreto 1102 de 2012; 1.° del Decreto 2460 de 2006; 1.° del Decreto 3900 de 2008; y 
1.° del Decreto 383 de 2013, según se trate de magistrados o empleados de la Rama Judicial o del Ministerio 
Público, siempre que respecto de ellos se hubieren realizado las cotizaciones respectivas. 
 
En el caso que nos ocupa el demandante, a la fecha de entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993 (1º de 
abril de 1994), tenía 39 años de edad y más de 15 años de servicio  teniendo en cuenta el tiempo de servicio 
entre el 7 de julio de 1974 y 31 de mayo de 1977 como cadete de la armada nacional conforme con el 
certificado de información laboral visible a folio 19 pdf 1 del expediente digitalizado y, más de 750 semanas 
a la fecha de entrada en vigencia del acto legislativo 01 de 2005, razón por la que se debe tener en cuenta, 
se repite la edad, el tiempo de servicio, y el monto del Decreto Ley 546 de 1971 y el ingreso base de 
liquidación del artículo 36 de la ley 100 de 1993. 
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Referente a la contabilización del tiempo de servicio como cadete de la armada nacional, es dable recordar 
que  la entidad responsable de pagar los aportes en pensión o el respectivo bono pensional o la cuota parte 
de este, por dichos tiempos en una Escuela de Formación de la fuerza pública es el Ministerio de Defensa 
Nacional, como entidad beneficiaria del servicio prestado 
 
Colpensiones al negarse a validar el número de semanas de cotización con fundamento en la ausencia del 
pago de los aportes no aplica el principio de favorabilidad en la interpretación y aplicación de las normas en 
materia laboral, concretamente, del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, conforme al cual el régimen de 
transición se circunscribe a la edad, tiempo de servicios o número de semanas cotizadas y el monto de la 
pensión, sin que dentro de estos estén las reglas para el cómputo de semanas cotizadas, lo cual permite 
inferir que deben ser aplicadas las reglas del sistema general. Adicionalmente, ni el decreto 546 de 1971 se 
establece como requisito la acumulación de un determinado tiempo de servicio 
  
El artículo 46 de la Ley 2ª de 1945, reconoció que las personas que se desempeñaran en las fuerzas militares, 
incluso como soldados, tenían derecho a que el tiempo destinado al ejercicio de dicha labor se contabilizara 
para el cálculo de la pensión de vejez, desde el mismo momento del ingreso6 
 
Con la entrada en vigencia del Sistema General de Pensiones previsto en la Ley 100 de 1993 y demás 
disposiciones pertinentes, se consagró un régimen en el que imperan las cotizaciones y los aportes 
efectivamente realizados al sistema, como presupuesto para acceder al reconocimiento de una pensión de 
vejez7, a diferencia de lo que ocurre con algunos regímenes especiales –cuya vigencia se mantiene por virtud 
del régimen de transición– en los que se establece como requisito la acumulación de un determinado tiempo 
de servicio. 
 
Del recuento normativo realizado, se advierte que en dichas disposiciones se hace referencia al cómputo 
del “tiempo de servicio militar”, lo que implica –en principio– la obligación de acumular al “tiempo de 
servicio”, como requisito previsto en algunos regímenes para tener derecho a la pensión de vejez, el tiempo 
destinado a la prestación del servicio militar obligatorio. Con fundamento en lo anterior, es preciso analizar 
si a la luz de los nuevos postulados introducidos por la Ley 100 de 1993, mantiene o no su vigencia las 
disposiciones referentes al tiempo de servicio militar. 
 
La Ley 1861 de 2017, mantiene el alcance de la referida prerrogativa pero, además, incluye la pensión de 
invalidez dentro de las prestaciones para las cuales deben computarse esos tiempos y dispone que los 
fondos privados también están en obligación de contabilizarlos para el reconocimiento de las mismas 
prestaciones periódicas8. La expedición de la citada ley, posterior a la Ley 100 de 1993, permite concluir 
que se trata de un beneficio que puede concederse sin importar si el requisito pensional exija tiempo de 
servicios o cotizaciones efectivamente realizadas. 
 
La Sección Segunda del Consejo de Estado en pronunciamiento del 9 de abril de 20149, consideró que el 
tiempo de permanencia del solicitante como estudiante en la Escuela Naval de Cadetes de Cartagena sí 
tenía un efecto prestacional en el régimen general de pensiones10. Para llegar a esta conclusión, el Consejo 

                                                 
6 “El tiempo de servicio, para todos los efectos, se liquida a partir de la fecha del ingreso al Ejército, en cualquier grado, inclusive 
como soldados y los dos últimos años de permanencia en la Escuela Militar de Cadetes”  
7 , el literal l- del artículo 13 de la Ley 100 de 1993, de acuerdo con la reforma introducida por el artículo 2° de la Ley 797 de 2003, 
consagra que: “En ningún caso a partir de la vigencia de esta ley, podrán sustituirse semanas de cotización o abonarse semanas 
cotizadas o tiempo de servicios con el cumplimiento de otros requisitos distintos a cotizaciones efectivamente realizadas o tiempo 
de servicios efectivamente prestados antes del reconocimiento de la pensión. Tampoco podrán otorgarse pensiones del Sistema 
General que no correspondan a tiempos de servicios efectivamente prestados o cotizados, de conformidad con lo previsto en la 
presente ley 
8  Ley 1871 de 2017. “Artículo 45. Derechos al término de la prestación del servicio militar. Todo colombiano que haya 
prestado el servicio militar obligatorio tendrá los siguientes derechos: a) En las entidades del Estado de cualquier orden el tiempo 
de servicio militar le será computado para efectos de cesantía, pensión de jubilación de vejez, pensión de invalidez, asignación de 
retiro y prima de antigüedad en los términos de la ley. //Los fondos privados computarán el tiempo de servicio militar para efectos 
de pensión de jubilación de vejez y pensión de invalidez;”. 
9 Consejo de Estado, Sección Segunda Subsección “A”. Radicación número: 88001-23-31-000-2011-00053-01(1364-13). C.P. Luis 
Rafael Vergara Quintero. 
10 En aquella ocasión la Sección Segunda resolvió el recurso de apelación propuesto por un ciudadano contra una sentencia 
proferida por el Tribunal Administrativo de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, dentro de un proceso de nulidad y 
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de Estado advirtió que el Decreto 4433 de 2004 establece que, para efectos de la asignación de retiro o 
pensión de sobrevivientes, se debe tener en cuenta el tiempo de permanencia en la respectiva escuela de 
formación, sin que pueda sobrepasar dos años, por lo qué si se hace una interpretación favorable del derecho 
a la pensión en el régimen general, resulta admisible computar esos mismos tiempos. Siguiendo lo expuesto, 
explicó que una de las finalidades de la Ley 100 de 1993, en desarrollo de los principios de universalidad, 
eficiencia y solidaridad, fue “superar esa desarticulación entre los distintos regímenes pensionales, que no 
sólo hacía más difícil el manejo general de esta prestación sino que se traducía en inequidades manifiestas 
para los trabajadores.”, lo cual hace necesario que se permita la acumulación de tiempos y semanas 
trabajadas, incluyendo los períodos de permanencia en las Escuelas de Formación de la Fuerza Pública. 
  
La Corte Constitucional admite la contabilización de los tiempos de permanencia en las Escuelas de 
Formación de la Fuerza Pública para efectos pensionales en el régimen general desde la Sentencia T-663 
de 201611 en donde se resolvió el caso de una mujer de la tercera edad que reclamaba a Colpensiones el 
reconocimiento y pago de una pensión de sobrevivientes causada por su fallecido cónyuge, quien estuvo 
vinculado como cadete a una Escuela de Formación Militar y a quien dicha administradora no le había 
computado tales tiempos al momento de validar el requisito de semanas de cotización para el reconocimiento 
de la prestación reclamada. En esta providencia la Corte decidió que debían contarse los tiempos de 
vinculación a las Escuelas de Formación para efectos de obtener el reconocimiento de diversas prestaciones 
sociales, toda vez que ello constituía una aplicación más favorable de la ley, ya que procuraba una mayor 
garantía de los derechos fundamentales involucrados. 
  
En concreto, en primer lugar se explicó que las razones que daban lugar a la postura de no incluir los tiempos 
de permanencia en las Escuelas de Formación Militar y de Policía, eran: (i) el carácter expreso de la 
prerrogativa que tienen quienes prestan el servicio militar obligatorio, en contraste con la situación de los 
estudiantes de estas escuelas, para quienes ese tiempo solo cuenta para el reconocimiento de la asignación 
de retiro; (ii) la obligatoriedad en la prestación del servicio militar y la voluntariedad en el adelantamiento de 
estudios al interior de estas escuelas y (iii) las tareas que se cumplen en desarrollo del servicio militar, que 
son inherentes al servicio, lo que se diferencia del carácter de estudiantes universitarios de los cadetes. 
  
A su vez, se resaltó que la otra postura se basaba en aplicar una norma especial del sistema pensional de 
la fuerza pública, esto es, el artículo 7 del Decreto 4433 de 200412, en armonía con los principios de 
universalidad, eficiencia, solidaridad y favorabilidad, para así entender que se deben articular los dos 
regímenes, el general y el especial, para permitir la acumulación de semanas o tiempo de trabajo laborados 
en uno y otro. 
  
Dicho esto, para resolver cuál debía ser la interpretación aplicable para definir si había lugar a acumular los 
tiempos de permanencia en las escuelas de cadetes, la Corte en la referida sentencia hizo uso el 
principio pro-homine, que permite que, entre dos o más posibles interpretaciones, se prefiera la más 
garantista, es decir, aquella que permita que se aplique de forma más amplia un derecho fundamental. En 
desarrollo de este principio la Sala consideró que la prerrogativa contenida en el literal 1) del artículo 40 de 
la Ley 48 de 1993, que permitía el cómputo del tiempo de servicio militar para efectos pensionales, también 
era extensiva a los cadetes de las Escuelas de Formación Militar y de Policía, por razones distintas a las 
invocadas por el Consejo de Estado en el año 2014. 
  
La primera razón que llevó a esa conclusión es que tanto la prestación del servicio militar, como el servicio 
que prestan los cadetes en su preparación en las Escuelas de Formación, son una respuesta a la obligación 
contenida en el artículo 216 de la Constitución, conforme al cual todo colombiano debe “tomar las armas 

                                                 
restablecimiento del derecho, mediante la cual negó el reconocimiento de una pensión de vejez, con fundamento en que el 
demandante no acreditaba el tiempo de servicio exigido en la Ley 33 de 1985 para el efecto. Por tal razón, pretendía que se le 
tuviera en cuenta el tiempo de servicio que prestó a la Armada Nacional – Escuela Naval de Cadetes de Cartagena, entre el 10 
de enero de 1970 y el 15 de diciembre de 1973. El Tribunal negó las pretensiones de la demanda por estimar que el tiempo servido 
en la Escuela Naval de Cadetes de la Armada Nacional, no podía ser tenido en cuenta para efectos pensionales en vista de que 
el artículo 40 de la Ley 48 de 1993, solo establece tal prerrogativa para quienes prestan el servicio militar obligatorio. 
11  M.P. María Victoria Calle Correa. 
12 Decreto 4433 de 2004. “Artículo 7°. Cómputo de tiempo de servicio. Para efectos de la asignación de retiro o pensión de 
sobrevivientes, el Ministerio de Defensa Nacional y la Dirección General de la Policía Nacional, liquidarán el tiempo de servicio, 
así: // 7.1 Oficiales, Suboficiales, Nivel Ejecutivo y Agentes, el tiempo de permanencia en la respectiva escuela de formación, sin 
que pueda sobrepasar de dos (2) años. (…)” 
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cuando las necesidades públicas lo exijan para defender la independencia nacional y las instituciones 
públicas”. Esto por cuanto los objetivos que se persiguen en cumplimiento de la obligación de prestar servicio 
militar son armónicos con el objetivo que persiguen los integrantes de la fuerza pública, concretamente el de 
los jóvenes que se capacitan como oficiales y suboficiales en las respectivas escuelas de formación, con el 
fin de garantizar la vigencia del orden constitucional, la defensa de la soberanía, la independencia y la 
integridad del territorio. 
  
La segunda razón consistió en que, a juicio de la Corte, para el legislador no existe una diferencia sustancial 
en el servicio que prestan quienes se desempeñan como cadetes en las Escuelas de Formación Militar y de 
Policía y quienes prestan el servicio militar obligatorio. Ello se justificó en que la situación militar de una 
persona se define cuando se le expide la tarjeta de reservista o, cuando se trata de alumnos de las Escuelas 
de Formación Militar o de la Policía Nacional, con el documento de identidad militar o policial, es decir, que 
la prestación del servicio y los estudios en dichas escuelas permiten, de igual forma, la definición de la 
situación militar de una persona. 
  
Asimismo, la ley dispone que son reservistas de las fuerzas militares los colombianos desde que definan su 
situación militar hasta los 50 años; que los reservistas podrán ser de primera y segunda clase y de honor y 
que, dependiendo de su edad, serán de primera, segunda y tercera línea. La Corte Constitucional, al realizar 
un análisis de los preceptos normativos que contienen estas normas, observó que el trato similar también se 
evidencia en que dentro de los reservistas de primera clase se encuentran tanto los colombianos que prestan 
el servicio militar obligatorio, como aquellos alumnos de las escuelas de formación de Oficiales y Suboficiales 
de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, cuando hayan permanecido un año lectivo. Con fundamento 
en lo anterior explicó que: 
  

“Conforme a esta breve revisión normativa, es posible inferir que entre ambos grupos de servidores 
existe una equivalencia en las cargas públicas, en el cumplimiento del deber constitucional de 
tomar las armas, cuando resulte necesario.” 

  
Finalmente, señaló que si bien es cierto que la actividad académica de las Escuelas de Formación Militar y 
de Policía está sometida a lo dispuesto en la Ley 30 de 1992 y a los reglamentos internos de cada institución, 
ellas responden a las particularidades propias de las funciones que le asigna la Constitución a la Fuerza 
Pública, y su actividad está dirigida a que los oficiales y suboficiales obtengan una preparación integral para 
el cumplimiento de la misión asignada que es la defensa de la soberanía, el mantenimiento de la seguridad 
interna y externa y el apoyo al desarrollo del país. 
  
De esta forma, la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la actualidad admite que los tiempos de 
vinculación a las Escuelas de Cadetes de la Fuerza Pública se computen para efectos de validar la densidad 
de semanas requeridas para acceder al reconocimiento y pago de una pensión de vejez en el régimen 
general de pensiones. Ello por cuanto, como se dijo, es la interpretación que permite una aplicación más 
amplia del derecho a la seguridad social, sumado a que no se encontró por parte de esta Corporación una 
razón que justifique un trato diferente, al que constitucional, jurisprudencial y legalmente se le ha dado a 
quienes prestan el servicio militar obligatorio, en lo que hace referencia a esta prerrogativa. 
  
El despacho acogiendo los argumentos de Consejo de Estado y de la Corte Constitucional respecto a la 
contabilización de los tiempos de permanencia en las Escuelas de Formación de la Fuerza Pública para 
efectos pensionales en el régimen general encuentra que con el tiempo de servicio prestado por el 
demandante como cadete de la Armada nacional en el periodo 7 de julio de 1974 y 31 de mayo de 1977 se 
acredita más de 15 años de servicio al 1 de abril de 1994, razón por la cual el señor Manrique es beneficiario 
del régimen de transición de ley 100 de 1993, en consecuencia se debe tener en cuenta, la edad, el tiempo 
de servicio, y el monto del Decreto Ley 546 de 1971 y el ingreso base de liquidación del artículo 36 de la ley 
100 de 1993 
 
Ahora bien, como quiera que laboró al servicio de la Fiscalía General de la Nación, el régimen de transición 
aplicable para efectos del reconocimiento de su pensión, es el consagrado en el artículo 6.º del Decreto 546 
de 1971, que exige para acceder a la prestación 50 años de edad, 20 años de servicios, continuos o 
discontinuos anteriores o posteriores a la vigencia de dicho decreto, de los cuales por lo menos 10 años 
hayan sido a la Rama Jurisdiccional o al Ministerio Público, o a ambas actividades. 
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Estos requisitos los reúne porque los 55 años de edad los cumplió el 16 de enero de 2010 y laboró como 
funcionario de la Fiscalía General de la Nacion por más de 20 años, desde el 1 de julio  de 1996 hasta el 5 
de febrero de 2018, acumulando un tiempo continuo de labores por 12973 días. En estas condiciones se 
tiene acreditado que adquirió el estatus pensional bajo el régimen anterior, con el cumplimiento del requisito 
del tiempo de servicio, situación que lo hace merecedor al reconocimiento y pago de la pensión al amparo 
de dicho régimen.  
 
Al mismo tiempo se tiene que si inició la labor judicial desde el 1 de julio de 1996, luego para el 25 de julio 
de 2005, cuando entró a regir el Acto Legislativo 01 de 2005, contaba con más de 750 semanas cotizadas, 
por lo que conservó el régimen de transición.  
 
Con fundamento en lo anterior y de conformidad con las reglas de unificación ya establecidas, su pensión de 
jubilación se le debe reconocer con el siguiente ingreso básico de liquidación o IBL, el promedio de los 
salarios o rentas sobre los cuales ha cotizado el afiliado durante los 10 años anteriores al reconocimiento de 
la pensión actualizados anualmente con base en la IPC certificado por el DANE y con los factores de 
liquidación contemplados por el artículo 1.° del Decreto 1158 de 1994 al igual que por los artículos 14 de 
la Ley 4ª. de 1992 con la modificación de la Ley 332 de 1996; 1.° del Decreto 610 de 1998; 1.° del Decreto 
1102 de 2012; 1.° del Decreto 2460 de 2006; 1.° del Decreto 3900 de 2008; y 1.° del Decreto 383 de 2013, 
según se trate de magistrados o empleados de la Rama Judicial o del Ministerio Público, siempre que 
respecto de ellos se hubieren realizado las cotizaciones respectivas.  
 
Teniendo en cuenta que el Ingreso Base de Liquidación, de las personas beneficiadas con el régimen de 
transición consagrado en la Ley 100 de 1993, como es el caso de la demandante debe ser liquidado conforme 
al inciso tercero del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, es decir, el promedio de los salarios devengados que 
sirvieron de base para los aportes durante los últimos 10 años de servicio o el tiempo que le hiciera falta para 
adquirir el derecho o el cotizado durante todo el tiempo si este fuere superior, pues con el régimen de 
transición consagrado en la citada ley el legislador no quiso mantener la aplicación en su totalidad de la 
normativa que gobernaba sus derechos pensionales, sino solamente una parte de ella y observando que la 
entidad demandada le reconoció la pensión de vejez a la parte actora aplicando la ley 797 de 2003 con el 
74.79% se accederá a las pretensiones de la demanda para que se le aplique un monto del 75% con el 
promedio de los salarios o rentas sobre los cuales ha cotizado el afiliado durante los 10 años anteriores al 
reconocimiento de la pensión actualizados anualmente con base en la IPC certificado por el DANE y con los 
factores de liquidación contemplados por el artículo 1.° del Decreto 1158 de 1994 al igual que por los 
artículos 14 de la Ley 4ª. de 1992 con la modificación de la Ley 332 de 1996; 1.° del Decreto 610 de 1998; 
1.° del Decreto 1102 de 2012; 1.° del Decreto 2460 de 2006; 1.° del Decreto 3900 de 2008; y 1.° del Decreto 
383 de 2013, según se trate de magistrados o empleados de la Rama Judicial o del Ministerio Público, 
siempre que respecto de ellos se hubieren realizado las cotizaciones respectivas sin incluir prima de 
vacaciones, prima de servicios, prima de navidad. 
 
En consecuencia, los actos administrativos acusados no conservan su validez y eficacia al haber sido 
desvirtuada la presunción de legalidad que los amparaba.  
 
Prescripción: El Decreto 1848 de 1969 artículo 102 señala que las acciones que emanen de los derechos 
consagrados del Decreto 3135 de 1968 prescriben en tres años, contados a partir de la fecha en que la 
respectiva obligación se haya hecho exigible, por cuanto, el simple reclamo escrito del empleado oficial 
formulado ante la entidad o empresa obligada, sobre un derecho o prestación debidamente determinado, 
interrumpe la prescripción, pero solo por un lapso igual. 
  
En este caso el demandante radicó el reconocimiento pensional es del 5 de febrero de 2018 y en el mismo 
año se demanda por lo tanto no hay prescripción que declarar en el caso concreto. 
 
Ajuste al valor:  
 
Al final, la suma que resulte no pagada deberá ser ajustada, dando aplicación a la siguiente fórmula:          
                    
                    ÍNDICE FINAL 
R = RH X  ---------------------  
                   ÍNDICE INICIAL 
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En donde el valor presente (R) se determina multiplicando el valor histórico (RH), que es lo dejado de percibir 
por la parte actora por concepto de reconocimiento pensional, desde la fecha a partir de la cual se hace 
exigible la obligación decretada hasta la fecha de ejecutoria de esta sentencia, por el guarismo que resulte 
de dividir el índice final de precios al consumidor certificado por el DANE, vigente en la fecha de ejecutoria 
de esta providencia, por el índice vigente en la fecha en que se causaron las sumas adeudadas. Es claro 
que por tratarse de pagos de tracto sucesivo, la fórmula se aplicará separadamente mes por mes, para cada 
mesada, en cuanto a su diferencia insoluta. 
 
Intereses: A partir de la fecha en que quede ejecutoriada esta providencia las sumas adeudadas causarán 
intereses moratorios según lo señalado en el inciso 3º del artículo 192 del CPACA; a menos que se dé el 
supuesto de hecho contemplado en el inciso 5º del mismo artículo, caso en el cual deberá estarse a lo 
dispuesto en dicha norma.  
 
Intereses moratorios del articulo 141 de la ley 100 de 1993 
 
El articulo 141 de la ley 100 de 1993 señala que a partir del 1 de enero de 1994, en caso de mora en el pago 
de las mesadas pensionales de que trata esta ley, la entidad correspondiente pagara al pensionado, además 
de la obligación a su cargo y sobre el importe de ella, la tasa máxima de interés moratorio vigente en el 
momento en que se efectúe el pago.  
 
La expresión “de que trata esta ley”, fue demandada ante la Corte Constitucional, Corporación que para 
confirmar su exequibilidad consideró en la Sentencia C-601 del 24 de mayo de 2000, lo siguiente: 
  
“Conforme a lo dispuesto, la Corte debe recordar que en este caso los intereses de mora tienen como objetivo 
primordial proteger a las personas de la tercera edad (art. 46 C.N.), quienes por sus condiciones físicas, o 
por razones de la edad o por enfermedad, se encuentran imposibilitadas para obtener otra clase de recursos 
para su propia subsistencia o la de su familia. 
  
Luego, a juicio de la Corte, de no existir el reconocimiento por parte del legislador de los intereses de mora 
a favor del pensionado se convertirían en irrisorias las mesadas pensionales en caso de un incumplimiento 
tardío por parte de los organismos de la seguridad social encargados de satisfacer ese tipo de prestaciones 
sociales, pues la devaluación de la moneda hace que se pierda su capacidad adquisitiva en detrimento de 
este sector de la población. 
  
Así las cosas, en criterio de la Corte, la disposición cuestionada parcialmente, no hace referencia a los 
pensionados, como lo expresa el actor, sino que ésta dispone, únicamente, que, al momento de producirse 
la mora, para efectos de su cálculo se reconoce al pensionado, además de la obligación a su cargo y sobre 
el importe de ella, "la tasa máxima de interés moratorio vigente en el momento de que se efectúe el pago".  
 
En consecuencia, para la Corporación, el legislador produjo un cambio en cuanto a la forma como, a partir 
de la vigencia de la referida disposición, se deben calcular los intereses de mora en caso de un pago atrasado 
de las mesadas pensionales correspondientes, ya que la legislación vigente hasta el momento en que entró 
a regir la ley de seguridad social, no era diáfana en la materia. Recuérdese, que para un sector de la doctrina, 
las normas vigentes hasta el momento anterior en que entró a regir la Ley 100 de 1993, preveían una 
indemnización en caso de mora, en el pago de cualquiera de las mesadas pensionales, esto es, las que 
tuvieran como origen las pensiones de vejez, invalidez por riesgo común y la de sobrevivientes, la 
que se calculaba por cada día de retraso a un día de salario, según lo disponía el artículo 8º de la ley 10ª de 
1972, reglamentada por el artículo 6º del decreto 1672 de 1973. Pero también, para otro sector de la doctrina, 
e inclusive para algunos jueces de la República, en ausencia de norma jurídica aplicable a los intereses de 
mora en materia pensional, acudían por analogía al artículo 1617 del Código Civil Colombiano, en cuanto lo 
relacionaban con el pago de las pensiones legales, disposición que a la postre fue declarada inexequible por 
esta Corporación mediante la sentencia C-367 de 1995 (M.P. Dr. José Gregorio Hernández Galindo). 
  
Visto lo anterior, para la Corporación es evidente, que la finalidad de la disposición cuestionada apunta a 
proteger a los pensionados, teniendo en cuenta que, generalmente, se trata de personas de la tercera 
edad, cuya fuente de ingresos más importante, la constituye su pensión; luego, llegado el evento de la mora 
en el pago de sus mesadas pensionales, es justo y equitativo, como lo dispuso el legislador, que las 
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entidades de seguridad social, que incurran en mora o se retrasen en el pago de las mismas, reparen 
los perjuicios que ocasionen o generen a esas personas por causa de la pérdida del poder adquisitivo 
de la moneda13 

 

De esta forma, los intereses moratorios por el retardo en el pago de las pensiones, busca salvaguardar los 
derechos de las personas de la tercera edad como sujetos de especial protección, para que su mesada 
pensional, sea recibida de manera oportuna y en evento en que esto no se dé, su prestación no pierda su 
poder adquisitivo 
 
En el caso no es procedente el reconocimiento y pago de los intereses de mora como quiera que estos empiezan a 
causarse por el no pago de las mesadas pensionales una vez que ha expedido el acto de reconocimiento de la prestación 
situación que no se evidencia en el caso concreto.  
  

Cumplimiento de la sentencia: El cumplimiento de la sentencia será motivado conforme con los artículos 
192, 193, 194 y 195 del CPACA; se notificará a la parte interesada y tendrá recursos para que se resuelvan 
los posibles conflictos que puedan surgir y evitar hasta donde sea posible, nuevas controversias judiciales. 
 
Costas. A diferencia del anterior Código, la Ley 1437 de 2011 en el artículo 188, estableció que “Salvo en 
los procesos que se ventile un interés público, la sentencia dispondrá sobre la condena en costas, cuya 
liquidación y ejecución se regirán por las normas del Código de Procedimiento Civil”.  
 
En este caso, no se condenará en costas al demandante teniendo en cuenta que no se ha probado en esta 
instancia las agencias en derecho además de no evidenciar que alguna de las partes haya actuado 
temerariamente. 
 
En mérito de lo anteriormente expuesto, la JUEZ DIECISIETE ADMINISTRATIVA ORAL DE BOGOTÁ, 
Sección Segunda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 
 
RESUELVE 
 
PRIMERO.- DECLARAR la nulidad parcial de los actos demandados según lo expuesto en las 
consideraciones de este proveído. 
 
SEGUNDO.- acceder parcialmente a las pretensiones de la demanda de conformidad con la parte motiva 
de la sentencia. 
 
En consecuencia se ordena reliquidar la pensión de jubilación del demandante con una tasa de reemplazo 
del 75%, del ingreso base de liquidación de que tratan los artículos 21 y 36, inciso 3.°, de la Ley 100 de 
1993, según el caso como le faltaba más de 10 años, este será el promedio de los salarios o rentas sobre 
los cuales ha cotizado el afiliado durante los 10 años anteriores al reconocimiento de la pensión actualizados 
anualmente con base en la IPC certificado por el DANE y con los factores de liquidación contemplados 
por el artículo 1.° del Decreto 1158 de 1994 al igual que por los artículos 14 de la Ley 4ª. de 1992 con la 
modificación de la Ley 332 de 1996; 1.° del Decreto 610 de 1998; 1.° del Decreto 1102 de 2012; 1.° del 
Decreto 2460 de 2006; 1.° del Decreto 3900 de 2008; y 1.° del Decreto 383 de 2013, según se trate de 
magistrados o empleados de la Rama Judicial o del Ministerio Público, siempre que respecto de ellos se 
hubieren realizado las cotizaciones respectivas, sin incluir prima de vacaciones, prima de servicios, prima 
de navidad. 
 
Sin prescripción trienal, por las razones expuestas en la parte motiva de esta sentencia 
 
Ajuste al valor:  Al final, la suma que resulte no pagada deberá ser ajustada, dando aplicación a la siguiente 
fórmula:          
                    
                    ÍNDICE FINAL 
R = RH X  ---------------------  
                   ÍNDICE INICIAL 
 
En donde el valor presente (R) se determina multiplicando el valor histórico (RH), que es lo dejado de percibir 
por la parte actora por concepto de reconocimiento pensional, desde la fecha a partir de la cual se hace 
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exigible la obligación decretada hasta la fecha de ejecutoria de esta sentencia, por el guarismo que resulte 
de dividir el índice final de precios al consumidor certificado por el DANE, vigente en la fecha de ejecutoria 
de esta providencia, por el índice vigente en la fecha en que se causaron las sumas adeudadas. Es claro 
que por tratarse de pagos de tracto sucesivo, la fórmula se aplicará separadamente mes por mes, para cada 
mesada, en cuanto a su diferencia insoluta. 
 
Intereses: A partir de la fecha en que quede ejecutoriada esta providencia las sumas adeudadas causarán 
intereses moratorios según lo señalado en el inciso 3º del artículo 192 del CPACA; a menos que se dé el 
supuesto de hecho contemplado en el inciso 5º del mismo artículo, caso en el cual deberá estarse a lo 
dispuesto en dicha norma.  
 
Cumplimiento de la sentencia: El cumplimiento de la sentencia será motivado conforme con los artículos 
192, 193, 194 y 195 del CPACA; se notificará a la parte interesada y tendrá recursos para que se resuelvan 
los posibles conflictos que puedan surgir y evitar hasta donde sea posible, nuevas controversias judiciales. 
 
TERCERO.- NO CONDENAR EN COSTAS, conforme a lo expuesto en precedencia 
 
CUARTO.- RECONÓZCASE personería como apoderada sustituta de la Administradora Colombiana de 
Pensiones – Colpensiones a la Dra. YINNETH MOLINA GALINDO, identificada con cédula de ciudadanía 
No.1.026.264.577 de Bogotá y tarjeta profesional No.271.516 del C.S. de la J., correo electrónico 
yinamoli@gmail.com y yinnethmolina.conciliatus@gmail.com  
 
QUINTO.- Una vez en firme esta sentencia, por la Secretaría del Juzgado COMUNÍQUESE a la entidad 
condenada, con copia íntegra de la misma para su ejecución y cumplimiento (Artículos 192 y 203 inciso final, 
de la Ley 1437 de 2011). DEVUÉLVASE a la parte demandante el remanente de los gastos del proceso si lo 
hubiere, así mismo, se ordena EXPEDIR copia de la decisión de conformidad con lo normado en el artículo 
114 del C.G.P. y, ARCHÍVENSE las diligencias dejando las constancias del caso, en el Sistema Justicia XXI 
 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 
 
 
 

DRBM 
 

Firmado Por: 
 

Luz Matilde Adaime Cabrera 
Juez Circuito 

Juzgado Administrativo 
Sala 017 Contencioso Admsección 2 

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C., 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto 
en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 
Código de verificación: 4469ac213443b7a672592246ceba32632d98afa531f9744892e9c91485e88547 

Documento generado en 04/10/2021 01:23:43 PM 
 

mailto:yinamoli@gmail.com
mailto:yinnethmolina.conciliatus@gmail.com


Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Luis Gilberto Manrique Estupiñán  
Demandado: Colpensiones 
Radicado: 110013335-017-2018-339-00  
 

 

Valide este documento electrónico en la siguiente URL: 
https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 


